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Desde inicios del siglo XX, el Estado ecuatoriano 
elaboró políticas sociales que acompañaron el in-
cipiente desarrollo industrial y del sector público, a 
través del despliegue de acciones de educación, se-
guridad social y asistencia. Esta asunción del Estado 
de “lo social” se intensificó con el boom petrolero y la 
política de sustitución de importaciones de los años 
setenta y se desaceleró a partir de 1982 con la intro-
ducción de medidas de ajuste estructural. Se puede 
verificar que tanto el alcance como el tipo de política 
social que se ha privilegiado han estado en estrecha 
relación con los modelos de desarrollo y con el re-
parto de roles que en este contexto se ha realizado 
entre el Estado, el mercado y la sociedad.

En este texto pasamos revista histórica a las políticas 
sociales del Ecuador en el período que arranca en los 
años cincuenta. De acuerdo con la literatura espe-
cializada, estas políticas se inscriben primeramente 
en tres grandes tipos generales: la caridad, la filan-
tropía y el Estado social (Castel, 1995). La “caridad” 
hace referencia a una relación de dependencia y 
protección cercana: se ayuda a un prójimo que se 
encuentra en dificultades o en riesgo de distancia-
miento social, a través de redes primarias de solida-
ridad. Podríamos decir que se trata de un régimen 
de don gratuito, en el que aquel que tiene recursos 
simplemente entrega ayudas, sin requerir del re-
ceptor ninguna contraprestación, es decir, que no se 
genera ninguna deuda o compromiso. En este sen-
tido, se diferencia radicalmente del sistema de “don 
y contradon” de las comunidades no modernas, que 
implican un círculo entre dar, recibir y devolver a 
partir de un sistema complejo de deudas. La “filan-
tropía” comparte el tipo de relación de protección 

cercana y dependencia, pero se da en el marco de 
contextos modernos, a través de relaciones de tute-
laje y patronato, concebidas como relaciones perso-
nales y afectivas entre clases distintas. Esta relación 
implica dependencia directa hacia las clases domi-
nantes, que asumen una función moralizadora de 
los demás. Las políticas del “Estado social”, si bien se 
apoyan en los dos primeros tipos de políticas para 
definir sus intervenciones, generalmente, se dife-
rencian de ellas por su intento de romper con la re-
lación de dependencia directa entre clases sociales, 
a través de acciones que tienen como característica 
una cierta imparcialidad, objetividad y el recurso a 
un modelo de derechos. El Estado se convierte, de 
esta manera, en un intermediario que, por un lado, 
capta los recursos a través de impuestos y cotiza-
ciones, para luego distribuirlos hacia la satisfacción 
de diversas necesidades políticas, económicas, pro-
ductivas, sociales y ambientales. Sin embargo, es 
también posible que el Estado falle en su propósito 
de objetividad y establezca nuevas dependencias a 
través de políticas clientelares muy cercanas a una 
filantropía estatal.

Como línea de análisis, en este texto recurrimos a las 
tesis planteadas por Amartya Sen en su teoría eva-
luativa de capacidades, a partir de la lectura que 
realiza De Munck (2008). Según este autor, hay al 
menos tres formas de hacer política que no implican 
una política de capacidades y que son las que se 
han aplicado en Ecuador en el siglo XX. La primera 
forma es aquella defendida por los liberales y corres-
ponde a un Estado liberal con acciones bastante li-
mitadas por parte del Estado. La segunda forma 
se presenta como un conjunto de respuestas a las 
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exigencias de libertad e igualdad; siguiendo a De 
Munck, la libertad se logra a partir de la distribu-
ción de recursos a los ciudadanos a través del Estado 
social. En la tercera forma, de enfoque utilitarista, 
se sitúan las políticas de “capital humano” y todas 
aquellas de mejoramiento de eficiencia que han 
orientado la modernización de la gestión pública en 
las últimas tres décadas; el Estado, en este marco, 
juega un rol de maximizador de inversiones sociales 
a través de la focalización de recursos. En oposición 
a estos tres tipos de acción pública se encuentra la 
política de capacidades propuesta por Amartya Sen. 
Esta política se caracteriza por la pluralidad, es decir, 
por la libertad de los ciudadanos para dar contenido 
a sus derechos, mientras que el Estado se preocupa 
de hacerlos posibles a través de la distribución que 
apunta a igualar las capacidades de goce de esos de-
rechos (De Munck, 2008).

Con este texto abrimos una serie de artículos que 
analizan distintas áreas del sector social: la educa-
ción básica, la educación superior, la salud y la situa-
ción de los niños y adolescentes en el país.

 
Los antecedentes: el Estado liberal con acciones 
limitadas en el sector social y amplia presencia 
de políticas de caridad y filantropía

El primer tipo de políticas sociales, con acciones 
bastante limitadas por parte del Estado, es lo que el 
país experimentó durante el modelo de crecimiento 
hacia afuera ligado a las exportaciones de cacao 
y banano, desde fines del siglo XIX hasta 1970. En 
esa época, fueron actores privados locales a través 
de instituciones de caridad y de filantropía los que 
se ocuparon de los problemas sociales, mientras 
los Gobiernos centraban sus preocupaciones en 
la consolidación del Estado, el mantenimiento del 
orden interno y la seguridad externa. En Guayaquil, 
desde fines del siglo XIX, se desarrolló una intensa 
actividad filantrópica a través de la Junta de Bene-
ficencia de Guayaquil,1 fundada a fines de 1888, la 
misma que sigue siendo hasta la actualidad un im-
portante prestador de servicios de salud en esa 
ciudad. En Quito, en esa misma época, eran institu-
ciones de caridad las que prolongaban el papel que 
tuvieron en la Colonia para encargarse de las inter-
venciones sociales (Kingman, 2006); estas fueron ce-
diendo poco a poco sus funciones al Estado. En la 
1  P. de la Torre (2004) analiza esta institución guayaquileña, en cuya acción han 
gravitado cuatro familias ligadas a actividades de exportación y banca.

región amazónica del Ecuador, desde comienzos del 
siglo XX y hasta el día de hoy, son congregaciones re-
ligiosas las que, generalmente, asumen las políticas 
de desarrollo y las intervenciones en salud, educa-
ción y protección, como explica Ortiz (2010).

Las intervenciones del Estado, en este primer pe-
ríodo, estuvieron marcadas por la acción dife-
renciada según el sector. En salud, como explica 
Margarita Velasco en el artículo que se incluye en 
esta sección, los ejes de la preocupación estatal 
fueron: la caridad estatal con acciones de socorro a 
los más pobres y a los menesterosos a través de la 
asistencia pública en las ciudades, y la sanidad a 
través de la prevención de las enfermedades con-
tagiosas en los puertos como práctica aseguradora 
de la política primario-exportadora. Asimismo, en 
el artículo de M. Velasco, a partir del análisis de los 
datos del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos 
(INEC)/Sistema de Indicadores Sociales del Ecuador 
(Siise), 2008, se constata que la mortalidad de la po-
blación era de 14 por mil en 1956, mientras la espe-
ranza de vida al nacer era de 48 años.

Las políticas de seguridad social tuvieron igualmente 
a la caridad como principio de intervención (Espi-
nosa, 2010). La seguridad social se inicia con la cons-
titución de la Caja de Pensiones, que tenía como rol 
“conferir favores” de jubilación, montepío civil, re-
tiro militar y fondo mortuorio a los empleados del 
sector público, militares, civiles y al sector financiero 
del país. En 1935 se renuncia al principio de caridad 
al establecerse su carácter obligatorio con el Insti-
tuto Nacional de Previsión, que dos años más tarde 
se denominaría Caja de Seguro Social, y en 1963 to-
maría el nombre de Caja Nacional del Seguro Social.

A diferencia de los dos sectores anotados, la edu-
cación toma una orientación distinta desde inicios 
del siglo XX. En el contexto de la Revolución Liberal 
y luego de la Revolución Juliana, se apuntó a cons-
truir un sistema de educación autónoma de la ac-
ción de la Iglesia, de la cultura terrateniente y de la 
burguesía (Goetschel, 2007 y 2008). La educación, 
en este sentido, se presenta como un intento de con-
creción de los principios de libertad e igualdad, a 
través del despliegue de recursos por parte del Es-
tado que apuntaba, al mismo tiempo, a la consoli-
dación de la República a través de la difusión de sus 
valores y de la cultura blanco-mestiza. En todo caso, 
la prioridad asignada a la educación se expresó en 
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que para 1947 las estadísticas oficiales indicaban 
que el 96,5% de niños en edad escolar estaban ma-
triculados en el nivel primario, según la cita que in-
cluye el artículo de Milton Luna y Alfredo Astorga. 
El sector rural también se encontraba atendido con 
educación primaria, aunque había marcadas dife-
rencias en la calidad con respecto al sector urbano, 
así como en la continuidad que ofrecía hacia la se-
cundaria. En el artículo de David Post, que también 
incluimos, se puede observar que las tasas netas de 
escolaridad en educación superior eran bastante li-
mitadas; las personas que nacieron hasta 1935 y tu-
vieron acceso a la universidad en los años cincuenta 
constituían un 3% de la población.

Emergencia del Estado social en el marco de 
la política de sustitución de importaciones

A partir del período de sustitución de importa-
ciones, modelo de desarrollo que impulsa el mer-
cado interno, y que se desplegó en Ecuador a partir 
de la década del setenta, podemos hablar de un Es-
tado que inicia sus intervenciones en la economía y 
en la definición y responsabilidad por la cuestión so-
cial. La característica central de este tipo de régimen, 
siguiendo a De Munck (2008), es la libertad lograda 
a partir de una distribución de los recursos a los ciu-
dadanos a través del Estado, en un contínuum que 
liga la libertad a la igualdad a través de un sistema 
de derechos civiles y políticos (primera generación), 
y sociales (segunda generación). Estos derechos se 
concretan en proyectos y programas de acceso a 
educación, salud, vivienda, seguridad social, protec-
ción especial al espacio público… Este es el modelo 
que más próximo se encuentra a una política de ca-
pacidades; sin embargo, nunca tuvo como objetivo 
igualar las capacidades de las personas, y mantuvo 
marcadas diferencias entre clases, grupos étnicos y 
entre hombres y mujeres. El Estado impuso límites 
paternalistas a cambio de sus prestaciones, y redujo 
así los márgenes de libertad (De Munck, 2008). En 
cada país se construyó una forma de Estado social 
que se superpuso, sin destruir el Estado de los dere-
chos liberales.

El Estado ecuatoriano en este período tuvo la posi-
bilidad de adoptar una serie de políticas públicas 
que estimularon el crecimiento urbano y una in-
dustrialización precaria. Se constituyeron empresas 
públicas para tomar el control directo de sectores 

estratégicos como el petróleo, la electricidad y la te-
lefonía. Se protegió la industria privada a través de 
altas tasas arancelarias que desincentivaban la im-
portación y la compra interna de ciertos bienes, 
tales como autos, refrigeradoras, cocinas. Estas polí-
ticas fueron reforzadas por un tipo de cambio fijo de 
25 sucres por dólar entre 1971 y 1981. En este con-
texto, el Estado orienta los recursos provenientes de 
la naciente explotación petrolera a la construcción 
del sector social, a través de instituciones especia-
lizadas. Sin embargo, al observar los datos sobre el 
destino de estas protecciones, se puede verificar que 
la mayor parte de recursos llegó a las clases medias, 
que fueron las que accedieron al mercado de trabajo 
formal, a seguridad social, a atención hospitalaria y 
a escuelas de calidad (Espinosa, 2010).

Siguiendo el artículo de M. Velasco, Ecuador, en 
1967, fue el último país de América en fundar un mi-
nisterio de salud pública que integrase las acciones 
de sanidad y asistencia pública con carácter de ac-
ceso universal, es decir, sin distinción de edad, etnia, 
sexo o condición socioeconómica. La rápida expan-
sión del sistema de salud en esa época se constata 
en el hecho de que de 72 centros comunitarios in-
ventariados en 1967, se pasó a 1.760 en la década de 
los ochenta. La tasa de mortalidad en la población 
pasó de 10 por mil en 1974 a 6 por mil en 1984, mien-
tras la esperanza de vida para el mismo período au-
mentó de 59 a 65 años, según los datos del INEC/
Siise (2008), citados por M. Velasco.

En 1970 el Instituto Ecuatoriano de Seguridad So-
cial (IESS) adopta la configuración que conocemos 
en la actualidad, y paulatinamente va ampliando su 
cobertura hasta llegar a incluir el régimen especial 
de seguro social campesino (1981), el seguro obli-
gatorio del trabajador agrícola, el seguro voluntario 
y el fondo de seguridad social marginal, dirigido a 
la población con ingresos inferiores al salario mí-
nimo vital (1986). Esta política de seguridad social es 
el pilar fundamental de un Estado social, dado que 
es un sistema de protección que permite el acceso 
a una red anónima de solidaridad,2 y por este hecho 
afloja las dependencias hacia las clases dominantes 
(Espinosa, 2010). Los afiliados, mediante el pago de 
primas a la seguridad social, se benefician de la co-
lectivización de riesgos que les permite enfrentar 

2  Son anónimos porque los contribuyentes no saben, por ejemplo, exactamen-
te quién se beneficiará del fondo de salud ni cuándo lo hará ni cuál será el mon-
to que necesitará (Castel & Haroche, 2001).
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mercados de trabajo, la modernización de la gestión 
pública con objetivos de eficiencia, la focalización 
de las inversiones en el sector social para privilegiar 
las asignaciones a los quintiles de menores ingresos 
de la población. De Munck (2008) resalta que la bús-
queda de la eficiencia no es una política liberal, dado 
que no se asegura la libertad de opción con respecto 
ni a las finalidades ni a los medios de su realización. 
Este tipo de medidas, sin embargo, era compatible 
con la evolución internacional que, desde la se-
gunda mitad de los años setenta, apuntaba a la con-
solidación de un nuevo régimen de acumulación 
que Aglietta y Cobbaut (2003: 87-117) denominan 
“régimen de crecimiento patrimonial”, cuya caracte-
rística principal es la diferenciación y la financiariza-
ción de la relación salarial.4

El país no escapó, en los años noventa y la primera 
mitad de los años 2000, a los procesos de trans-
formación económica y de liberalización comer-
cial que dieron preeminencia al mercado externo. 
En este período, la economía ecuatoriana continuó 
gravitando fundamentalmente alrededor de la pro-
ducción petrolera, a pesar de la drástica caída de su 
precio internacional, mientras se intentaba intro-
ducir nuevos principios de intervención en lo social, 
orientados por el objetivo de eficiencia en la gestión 
de recursos. Estas políticas, centradas en funciones 
de utilidad, movilizan el concepto de capital hu-
mano y la focalización. Este proceso no se realizó sin 
tensiones y resistencias. Los proyectos de reforma 
que apuntaban a la modernización en el sector so-
cial no lograron sus objetivos o lo hicieron de ma-
nera residual.

En el año 2005, Ecuador se encontraba en el penúl-
timo lugar en la relación entre gasto social y PIB en 
América Latina, tanto a nivel total como per cápita. 
Esa posición era muy lejana de países como Argen-
tina, que invirtió $ 1.521 p/c, mientras Ecuador solo 
destinó $ 96.5 Paralelamente, Ecuador era el país que 
menos pagaba a sus asalariados en comparación 
con el resto de países de América Latina.6 Es decir, 
que la población se encontraba en una situación de 
marcado deterioro de sus ingresos, en un contexto 
4  Una explicación detallada sobre los aspectos socioculturales de este nuevo 
régimen se encuentra en Boltanski & Chiapello (1999).
5  Fuente: Cepal (2007). Panorama social de América Latina 2007. Santiago.
6  Fuente: Cepal (2007), a partir de tabulaciones especiales de las encuestas de 
hogares de los respectivos países. El total latinoamericano referido al salario de 
los afiliados y no afiliados a los sistemas de seguridad social excluye Colombia 
y Honduras, cuyas encuestas no cuentan con información sobre afiliación a 
dichos sistemas.

algunas incertidumbres de la vida y del trabajo: re-
parar la salud, contar con ingresos en la vejez o de-
jarlos a la familia en caso de fallecimiento. Asimismo, 
se abrieron posibilidades de tomar decisiones pro-
pias de inversión, tales como comprar una casa o 
un terreno a través del fondo de préstamos para vi-
vienda. Esta política, sin embargo, fue bastante limi-
tada. En 1980 llegó a cubrir únicamente al 7,9% de la 
población nacional, lo que representaba el 20,3% de 
la población económicamente activa (PEA).3

El sector de la educación continuó siendo, en este 
período, el eje de la política social de acceso uni-
versal. De acuerdo con los datos que presentan M. 
Luna y A. Astorga en esta sección, la matrícula en 
educación primaria se amplió significativamente 
al pasar de 71,1% en 1950 al 92,2% en 1976, mien-
tras que en educación secundaria la matrícula se tri-
plicó en el mismo período al pasar de 11,6 a 40,5%. 
En el artículo de David Post, se observa que las tasas 
netas de escolaridad en educación superior de las 
personas que nacieron a partir de 1960, y que estu-
vieron en la universidad en los ochenta, se encuen-
tran entre 18 y 23%.

La introducción de políticas 
de eficiencia y capital humano

En 1982 dos hechos contribuyeron a la emergencia 
de un nuevo período de desarrollo: la crisis de la 
deuda externa con la declaración de no pago de Mé-
xico y la caída de los precios internacionales del pe-
tróleo. El petróleo ecuatoriano pasó de 34,4 dólares 
por barril en 1981 a 9,2 dólares en 1998 (Acosta, 
2006: 375). Los aparatos estatales en América La-
tina en este período se estancaron en su crecimiento 
y ciertas actividades pasaron a la esfera del mer-
cado. Esta tendencia, que privilegiaba nuevamente 
los mercados externos, se consolidó y expandió en 
la región con el Consenso de Washington a partir de 
1990. Las políticas recomendadas incluían la aplica-
ción de ajustes fiscales, las reformas sectoriales para 
asegurar la competencia entre prestadores públicos 
y privados, la privatización selectiva de empresas pú-
blicas, el retorno a tipos de cambio libre, la prioridad 
asignada al pago de la deuda externa, la desregla-
mentación de los mercados financieros, la apertura 
a las inversiones extranjeras, la flexibilización de los 

3  Fuente: Estadísticas de la Subdirección Actuarial del IESS, 2009.
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mercado laboral que se introdujeron a partir de 1990, 
tales como: Ley de maquila y trabajo a tiempo par-
cial (1990); Ley para la transformación económica 
del Ecuador, más conocida como Ley Trole I (2000), 
que apuntó a lograr una mayor flexibilidad de la re-
lación de trabajo, con el propósito de crear un con-
texto legal que facilitara el desarrollo económico; 
Ley para la promoción de la inversión y participa-
ción ciudadana o Ley Trole II (2000), que introdujo 
nuevas reformas sobre la jubilación patronal, el con-
trato a prueba, la participación de los trabajadores 
en los beneficios de las empresas, las indemniza-
ciones por terminación de la relación de trabajo. 
Esta serie de reformas laborales debilitó la relación 
salarial y la protección a los trabajadores.

En la política de educación primaria y media, si-
guiendo a M. Luna y A. Astorga, este período se ca-
racterizó por la ampliación de la oferta privada y por 
los intentos focalizados de reforma a través de pro-
yectos del Banco Mundial y del Banco Interame-
ricano de Desarrollo. Estos proyectos9 declaraban 
como objetivos la mejora de logros académicos, la 
formación docente, la autonomía administrativa de 
las escuelas y la focalización. Whitman (2008) ana-
lizó el impacto de estos proyectos en el aula y en el 
aprendizaje de los estudiantes de áreas urbanas y ru-
rales. En su estudio, este autor llegó a la conclusión 
de que mientras uno de los proyectos contribuyó al 
establecimiento de un nuevo currículum nacional, 
el conjunto de esfuerzos falló en su objetivo de me-
jorar significativamente la enseñanza en el aula, la 
misma que continúa estando dominada por el “dic-
tado” y otras prácticas centradas en el docente. A 
nivel nacional, en ese mismo período, los resultados 
de las pruebas Aprendo sugieren que la calidad de 
la educación en Ecuador se deterioró durante la se-
gunda mitad de la década del noventa. El porcentaje 
de alumnos de séptimo grado que dominaban len-
guaje y comunicación así como destrezas en mate-
máticas bajó en casi todas las áreas entre 1996 y 2000 
(Whitman, 2008). Estos resultados se confirman en 
el estudio de Post (2010), en el que se observa que 
Ecuador en 2006 se ubicó en penúltimo lugar en 
un grupo de 16 países latinoamericanos que parti-
ciparon en el Segundo Estudio Regional Compa-
rativo y Explicativo (Serce). En el artículo de David 
Post se observa que las tasas netas de escolaridad en 

9  Los proyectos ejecutados en este sector fueron: Promeceb I y II (92-98), EB/
Prodec (92-99), Redes Amigas (98-2004).

de internacionalización de precios de los productos 
industriales y de parte de los productos de consumo 
a partir de la dolarización y de la contracción de la 
inversión social, puesto que el Estado invertía muy 
poco en salud, educación y otros beneficios sociales.

Ecuador tenía una población de 12'156.608 habi-
tantes, según el censo realizado en el año 2001. A 
nivel nacional se observó un incremento de la po-
breza de consumo entre 1995 (39,34%) y 1999 
(52,18%), para luego reducirse al 38,28% en 2006. 
La extrema pobreza de consumo presentó la misma 
tendencia; pasó del 13,7% en 1995 al 20,12% en 1999, 
para luego disminuir al 12,86% en 2006.7 El incre-
mento experimentado en estos dos indicadores res-
pondió a la inestabilidad financiera que atravesó el 
país en 1999 y que desembocó en la asunción de la 
dolarización en 2000.

En el sector de la salud, como destaca M. Velasco, 
la inversión en infraestructura entre 1990 y 2006 
fue insignificante, mientras se introdujo el cobro en 
los hospitales para recuperar parte de los costos di-
rectos de la atención, y se focalizaron los subsidios 
a determinadas prestaciones y/o grupos poblacio-
nales. El programa más importante de este período 
fue la concreción de la Ley de Maternidad Gratuita, 
aprobada originalmente en 1994,8 y que se consti-
tuyó en una especie de seguro focalizado. En cuanto 
a indicadores generales del sector, se pudo observar 
que la tasa de mortalidad pasó de 6 por mil en 1984 
a 4,3 por mil en 2007, mientras que la esperanza de 
vida al nacer en este mismo período aumentó de 65 
a 75 años, según datos del INEC/Siise, 2008 (citado 
por M. Velasco).

En seguridad social, los avances fueron muy li-
mitados a pesar de la baja cobertura que se había 
logrado hasta 1980. El porcentaje de población pro-
tegida por el IESS frente a la población nacional 
pasó de 7,87% en 1980, a 9,18% en 1990, a 10,37% en 
2000, y a 12,57% en 2008 (Espinosa, 2010). Esta baja 
cobertura se encuentra evidentemente ligada a la 
extensión del trabajo en el sector formal de la eco-
nomía, así como a las políticas de flexibilización del  

7  Fuente de los datos de pobreza: Cismil (PNUD/Flacso/Senplades), Objetivos 
del Milenio, II Informe Nacional, 2007.
8  La Ley de Maternidad Gratuita y Atención a la Infancia fue originalmente 
aprobada por el Congreso Nacional en su primera versión en 1994, pero su 
implementación se concretó alrededor de 1999, con la aprobación de varias 
reformas que permitieron su financiamiento e implementación. (Ver Hermida 
& otros, 2005).
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Burbano F. (ed.) Transiciones y rupturas: el Ecuador en la segun-
da mitad del siglo XX. Quito: Flacso.
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educación superior de las personas que nacieron a 
partir de 1970, y que estuvieron en la universidad en 
los noventa, son de alrededor de un 25%.
 
Conclusiones

Una mirada retrospectiva de la política social en 
Ecuador da cuenta de avances indudables, aunque 
ninguno de los modelos ha apuntado a igualar las 
capacidades de goce de los derechos, lo que po-
dría lograrse únicamente a través de políticas pú-
blicas plurales que tomen en cuenta las diferencias 
y respondan a la orientación que los actores sociales 
mismos den a los derechos.

También hay que señalar que estas acciones pú-
blicas no han logrado una extensión universal, ex-
cepto en el caso de la educación básica. Lo que se 
puede observar en cada uno de los sectores es la 
coexistencia de los distintos modelos probados, que 
se plantean como posibilidades de caminos a seguir, 
y cada uno de los cuales aporta para cubrir determi-
nadas necesidades de la población.

Este texto ha intentado dar cuenta de las políticas 
sociales, con especial énfasis en la segunda mitad 
del siglo XX. El período que arranca con la aproba-
ción de la Constitución en 2008 será abordado en el 
siguiente informe del grupo Estado del país.
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